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Asunto: 


Acción de reparación directa 

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 5 de octubre de 2004, proferida por la Sala de Descongestión, Tercera de Decisión, del Tribunal Administrativo de Antioquia, Risaralda, Caldas y Chocó, en la que se negaron las pretensiones de la demanda.
I. ANTECEDENTES
1. 
En escrito presentado el 6 de marzo de 1996, la señora Amanda Carvajal, obrando en nombre propio y en representación de sus hijos menores de edad, Astrid Eugenia y Andrés Humberto García Carvajal, por un lado; así mismo, mayores de edad y actuando en su propio nombre, las señoras Luciola Margarita Zapata Idarraga, Luz Piedad, Ángela Cristina y Caridad Consuelo García Zapata, todos debidamente representados por apoderado judicial, solicitaron que se declarara patrimonialmente responsable a la Nación -Ministerio de Defensa, Ejército Nacional-, por la muerte de su esposo, padre, hijo y hermano, Antonio Humberto García Zapata, en hechos ocurridos el 1 de junio de 1995, en zona rural del municipio de Zaragoza, Departamento de Antioquia.
En consecuencia, pidieron que se condenara a la demandada al pago -por concepto de perjuicios morales-, a la suma que en pesos correspondiese a 2.000 gramos de oro fino, para cada uno de ellos. En lo que atañe al perjuicio material, la esposa y sus dos hijos deprecaron el pago de las sumas que su fallecido mentor habría devengado hasta el límite de esperanza de vida, aportes que dejaron de percibir desde el momento de su deceso y, en el caso del infante, desde su nacimiento.

Como fundamento de sus pretensiones, narraron que Antonio Humberto García Zapata era ingeniero de minas y metalurgia, y se desempeñaba a órdenes de la Sociedad Oronorte S.A. –Grupo Canadiense Greenstone-. Relatan que la mina de oro “El Limón”, de propiedad de la multinacional, fue asaltada en la noche del 31 de mayo de 1995 por miembros integrantes de la subversión, donde retuvieron a Omar Suacha y Tylor Keitrige, dos de los ingenieros que se encontraban en el lugar. 

No obstante, en ese momento -a bordo de un campero-, arribaron a la mina Antonio Humberto García Zapata, Armando Pulgarín y Marcela Agudelo, quienes de inmediato fueron interceptados y constreñidos por los insurgentes a entregar el vehículo, puesto que necesitaban transportarse a la cabecera municipal, no sin antes obligar a Humberto García y Armando Pulgarín a acompañarlos, dándole instrucciones al primero de conducir. 

Cuando se aproximaban al área urbana del municipio de Zaragoza vieron obstruido su paso por un retén a cargo de tropas del Batallón Contraguerrilla No. 43 adscrito a la Primera División del Ejército, por lo cual García Zapata, quien iba frente al volante y se encontraba amenazado con un fusil por uno de los insurrectos, sorteó el obstáculo convenciendo a los militares de que llevaba a un herido, circunstancia que le abrió paso para continuar su marcha. No obstante, apenas a un instante de haber superado el retén, se produjo el primer disparo de parte de uno de los secuestradores lo que, como resulta apenas lógico, originó un enfrentamiento con las tropas, en el que fueron heridos tres de los rebeldes y el señor Antonio Humberto García Zapata, a quien la lesión que recibió le provocó su deceso en la madrugada del 1 de junio.

A pesar del carácter legítimo de la acción adelantada por el Ejército Nacional, Antonio Humberto García Zapata era apenas un secuestrado, no conformaba el grupo rebelde ni hizo parte de la agresión desplegada en contra de los soldados, razón por la que –en atención a la teoría del daño especial-, ni él ni los miembros de su familia se encontraban en la obligación legal de soportar el daño provocado con su muerte.

De manera subsidiaria, invocó la responsabilidad de la Administración, comoquiera que la  muerte del señor García Zapata fue ocasionada con arma de dotación oficial por un efectivo de las Fuerzas Armadas, supuestos que corresponden al ejercicio de una actividad peligrosa.  

2. 
La demanda fue admitida, mediante auto del 14 de marzo de 1996, y notificada en debida forma.

El Ministerio de Defensa desconoció los hechos y se opuso a las pretensiones por considerar que, aún en aplicación de la teoría del daño especial, para que se declare la responsabilidad es menester acreditar la imputabilidad a la entidad demandada. 

En consecuencia, aseguró que la muerte del señor Antonio Humberto García le es atribuible al hecho exclusivo de un tercero, puesto que la reacción legítima del Ejército fue defenderse de la agresión de que era objeto. 

Finalmente, además de las pruebas solicitadas, se adhirió a lo demostrado con los medios probatorios aportados por la parte demandante y los que sean decretados en debida forma.

3. 
Concluida la etapa probatoria –que fue iniciada por auto del 18 de noviembre de 1996-, y fracasada la conciliación que se adelantó el 20 de mayo de 2003, en proveído de esa misma fecha se corrió traslado para alegar, cuyo terminó concluyó el 20 de junio posterior. Las partes presentaron en tiempo sus escritos de alegación final -27 de mayo de 2003 la demandante y 20 de junio siguiente la demandada-. El Ministerio Público guardó silencio.

El apoderado de la parte demandante argumentó que el daño antijurídico fue producido por el Ejército Nacional en desempeño de una actividad peligrosa, lo que quiere decir que con su ejercicio se expuso a la víctima a un riesgo desproporcionado que no tenía el deber de soportar, y es suficiente esta constatación para decretar la responsabilidad de la entidad.

Aseguró que el fin de la aplicación de la teoría del daño especial es, en sí, cambiar la finalidad de la institución de la responsabilidad del Estado, fundamentada en el artículo 90 de la Constitución Política, que pasa de una naturaleza sancionatoria a fijar la esencia en el deber reparatorio, en consideración al daño sufrido.
Por su parte, el apoderado de la entidad demandada argumentó que, haciendo uso del desarrollo doctrinario y jurisprudencial del régimen de daño especial, no es viable su implementación en el caso concreto toda vez que no debe ser susceptible de ser resuelto mediante un régimen diferente, y la parte demandante ha insistido en la posibilidad de encuadrar los hechos en el régimen subjetivo de falla en el servicio. 

Añadió que para determinar el título jurídico de imputación aplicable se deben tener en cuenta las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que acontecieron los hechos, y de las particularidades del caso estudiado se desprende que los militares desconocían la presencia de civiles en el vehículo desde el cual fueron atacados, por lo cual resulta imposible que la administración les hubiera sometido a un riesgo excepcional. 

Así mismo, destacó que el cargo desempeñado por el señor Antonio Humberto García Zapata lo ponía en un riesgo mayor que los demás ciudadanos del sector, máxime teniendo en cuenta la evidente situación de orden público que azotaba la zona, altamente influenciada por grupos al margen de la ley, por lo cual las medidas de seguridad para controlar esa exposición le correspondía a la empresa empleadora, o la Fuerza Pública en caso de haberse presentado alguna denuncia, situación que no se verificó en el conjunto probatorio. 

Así las cosas –aseguró-, la muerte del ingeniero García Zapata fue consecuencia del hecho exclusivo de un tercero o, en el peor de los eventos, de un caso fortuito –teniendo en cuenta la imposibilidad de prever la presencia de civiles secuestrados en el vehículo y el hecho irresistible de defender sus vidas ante la agresión inminente de que fueron blanco, causal que exime la responsabilidad a la entidad demandada.
Increpó que sea cual sea el régimen a aplicar, la imputabilidad del daño es un elemento insustituible para determinar la responsabilidad de la Administración, ausente en el presente caso, comoquiera que la que aparentemente se erige con el deceso del señor Antonio Humberto García en medio de un enfrentamiento del Ejército con insurgentes, queda desvirtuada una vez acreditado el desconocimiento de la situación por parte de los uniformados y la provocación de los rebeldes que dio origen a la reacción militar, lo que riñe con el rompimiento de cargas públicas de parte del Estado. 

Finalmente –señaló-, sin perjuicio del régimen aplicable en los supuestos en que el Estado desarrolla una actividad peligrosa –como en el presente caso podría constituir el manejo de armas de fuego-, lo cierto es que su uso se presentó en el ejercicio de la legítima defensa para repeler el hecho de un tercero –los subversivos-, que fueron finalmente quienes crearon el riesgo que terminó configurándose para el ingeniero García Zapata.

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El 5 de octubre de 2004, la Sala de Descongestión, Tercera de Decisión, del Tribunal Administrativo de Antioquia, Risaralda, Caldas y Chocó, luego de tener por acreditado el daño y las circunstancias en que se ocasionó, dio paso al análisis de imputabilidad, para lo cual centró su atención en esclarecer la autoría del disparo que segó la vida del ingeniero García Zapata. No obstante, ante la imposibilidad de aclarar el origen del proyectil, consideró arriesgado endilgar responsabilidad a la entidad demandada. Agregó que los soldados no sabían, ni tenían por qué saberlo, que en el vehículo además de insurgentes se movilizaban también sus víctimas, y que al ser agredidos su deber era repeler el ataque. 

En lo que atañe al hecho exclusivo de un tercero, explicó que doctrinariamente se ha requerido para su configuración que éste se encuentre plenamente individualizado, pero como no fue posible identificar al autor del homicidio concluyó, entonces, que se presentó un caso fortuito, causal que exonera la responsabilidad a la entidad demandada, toda vez que la presencia de civiles secuestrados en un vehículo desde el que fueron atacados le era imprevisible a los miembros del Ejército, quienes no podían hacer nada diferente que reaccionar en contra de sus ocupantes.

Así las cosas, el a-quo no encontró determinada la autoría del homicidio, y para ello argumentó que, a pesar de no haberse podido establecer que la muerte del ingeniero haya sido provocada por el fuego enemigo, lo cierto es que la parte demandante tampoco logró determinar que el proyectil que le ocasionó la muerte al señor García Zapata fue disparado con arma oficial. 

III. RECURSO DE APELACIÓN

1. 
Oportunamente, la parte demandante presentó y sustentó recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, argumentando que erró el a-quo al insistir en desconocer los informes militares a partir de los cuales la institución acepta que, en desarrollo de una operación relámpago, los uniformados interceptaron dos vehículos que hicieron caso omiso del retén y en su lugar fueron blanco de disparos provenientes de su interior, por lo cual la tropa tuvo que responder al ataque generándose un enfrentamiento en el que, eran los soldados quienes disparaban en contra de los vehículos y sus ocupantes, luego no se explica cómo atribuir la muerte del señor Antonio Humberto García Zapata a sus captores, quienes sólo tuvieron tiempo de defenderse; ello, aunado a que el informe de necropsia da cuenta de la trayectoria del proyectil que impactó al ingeniero, estableciendo que sólo pudo provenir desde el exterior del vehículo.

Afirmó que, por simple inspección, se llega a establecer que las armas que causaron el deceso del señor García Zapata fueron las de dotación oficial del Ejército, puesto que de los testimonios se infiere con simpleza qué lugar ocupaban los secuestrados en el vehículo, y del informe de necropsia se colige que la herida presentada por el fallecido ingeniero no evidenciaba tatuaje, de allí que el disparo no pudo haberse originado desde su interior.

En gracia de discusión, sostiene que no sólo se presentó una falla en el servicio, sino que además el Ejército, en ejecución de una actividad lícita, creó un riesgo excepcional para la víctima del que deviene el daño ocasionado, circunstancia que evidencia la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas. 

Agregó que jurisprudencialmente se ha establecido que la fuerza pública no puede emplear las armas de fuego en contra de fugitivos, a menos que éstos las usen primero para facilitar su huída, máxima de la que se apartó la acción de los militares que abrieron fuego en cuanto los vehículos no atendieron la señal de pare.

Finalmente, denunció la inexistencia del caso fortuito declarado por el a-quo, toda vez que los miembros del Ejército disponían de otros medios menos letales para detener los vehículos, lo que descarta las características de imprevisibilidad e irresistibilidad que debe reunir la figura jurídica.

2. 
El recurso fue concedido el 25 de noviembre de 2004 y admitido el 10 de junio de 2005. En el término de traslado para presentar alegatos de conclusión, el apoderado de la parte demandada insistió en que, a la luz de la teoría del daño especial, no era necesario obtener certeza del arma que disparó el proyectil que acabó con la vida del señor Antonio Humberto García para determinar el derecho de sus deudos a la reparación por el daño provocado. En verdad –aduce-, quedaron plenamente acreditados el daño y las circunstancias en que fue generado, así como el rompimiento del principio de igualdad de las cargas públicas.

Alegó que el conflicto armado le resulta ajeno a la población civil, la cual se encuentra bajo la protección del Estado a la luz del Derecho Internacional Humanitario y que los retenidos se encontraban en ese lugar en contra de su voluntad. Por otra parte, reiteró que, ante el acta de necropsia, resulta imposible afirmar que el proyectil que le impactó haya provenido del interior del vehículo, puesto que la herida no presentó el tatuaje indefectible que deja el disparo realizado a corta distancia. Para finalizar, reprodujo los argumentos de la impugnación referentes a la imposibilidad de predicar en el caso la configuración de un caso fortuito, institución jurídica de la que hizo uso el a-quo para denegar las pretensiones.

El apoderado de la parte demandante reiteró los argumentos expuesto en las alegaciones finales de primera instancia.

El Ministerio Público guardó silencio.

IV. CONSIDERACIONES
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 5 de octubre de 2004, proferida por la Sala de Descongestión, Tercera de Decisión, del Tribunal Administrativo de Antioquia, Risaralda, Caldas y Chocó, siguiendo para ello el siguiente derrotero: 1) Valor probatorio de artículos publicados en la prensa, 2) hechos probados, 3) análisis y conclusiones, y 4) Indemnización de perjuicios.

1. 
Valor Probatorio de Artículos Publicados en la prensa

La Sala advierte, respecto a los recortes de periódico obrantes a folios 290 a 292, 294 a 299 y 312 del cuaderno No. 1, que no serán dejados de lado en cuanto a su apreciación, ya que si bien por sí solos no revisten valor de plena prueba y la noticia de la que dan cuenta es objeto de análisis, en conjunto, conexidad y consecuencia, con los demás medios aportados, pueden ser valorados como recientemente sostuvo esta Corporación:

“(…) Debido a que para este caso definir el alcance de una publicación de prensa representa la esencia a fin de establecer la posible configuración de la causal de pérdida de investidura alegada, la Sala comienza por este análisis.
Conforme el artículo 175 del Código de Procedimiento Civil y a lo que ha sostenido la doctrina procesal, la publicación periodística que realice cualquiera de los medios de comunicación puede ser considerada prueba documental
. Sin embargo, en principio solo representa valor secundario de acreditación del hecho en tanto por sí sola, únicamente demuestra el registro mediático de los hechos. Carece de la entidad suficiente para probar en sí misma la existencia y veracidad de la situación que narra y/o describe. Su eficacia como plena prueba depende de su conexidad y su coincidencia con otros elementos probatorios que obren en el expediente. Por tanto, individual e independientemente considerada no puede constituir el único sustento de la decisión del juez.

En la jurisprudencia de esta Corporación existen precedentes que concuerdan con esta posición. Se ha estimado que las publicaciones periodísticas “…son indicadores sólo de la percepción del hecho por parte de la persona que escribió la noticia”, y que si bien “…son susceptibles de ser apreciadas como medio probatorio, en cuanto a la existencia de la noticia y de su inserción en medio representativo (periódico, televisión, Internet, etc.) no dan fe de la veracidad y certidumbre de la información que contienen”
.

Lo anterior equivale a que cualquier género periodístico que relate un hecho (reportajes, noticias, crónicas, etc.), en el campo probatorio puede servir solo como indicador para el juez, quien a partir de ello, en concurrencia con otras pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, podría llegar a constatar la certeza de los hechos. 

Consecuentemente, a las noticias o informaciones que obtengan los medios de comunicación y que publiquen como reportaje de una declaración, no pueden considerarse por sí solas con el carácter de testimonio sobre la materia que es motivo del respectivo proceso.

En relación con este último punto el Consejo de Estado ha indicado que “…las informaciones publicadas en diarios no pueden considerarse dentro de un proceso como prueba testimonial porque carecen de los requisitos esenciales que identifican este medio de prueba, en particular porque no son suministradas ante un funcionario judicial, no son rendidos bajo la solemnidad del juramento, ni el comunicador da cuenta de la razón de la ciencia de su dicho…” por cuanto es sabido que el periodista “…tiene el derecho de reservarse sus fuentes.” 

En este sentido, ha sostenido que las declaraciones que terceros hacen a los medios de comunicación “…tan sólo constituyen evidencia de la existencia de la información (…) por lo que no ostentan valor probatorio eficaz merced a que se limitan a dar cuenta de la existencia de la afirmación del tercero, pero las afirmaciones allí expresadas deben ser ratificadas ante el juez, con el cumplimiento de los demás requisitos para que puedan ser apreciadas como prueba testimonial…”
.

Lo anterior, debido a que en sí mismas las publicaciones periodísticas representan “…la versión de quien escribe, que a su vez la recibió de otro desconocido para el proceso”, condición que no permite otorgarles valor de plena prueba debido a que “…son precisamente meras opiniones…”
.

5.- Del caso concreto

En el sub examine, la periodista autora del artículo “El ventilador apagado de Tapia”, explicó en su declaración que su contenido se funda en varias fuentes a las que tuvo acceso, las cuales se abstiene de revelar porque gozan de protección de la reserva. 

A partir de lo obrante en el proceso, y de la síntesis jurisprudencial efectuada sobre el mérito probatorio de las publicaciones periodísticas, la Sala concluye que el cargo de tráfico de influencias que en el presente evento la demanda plantea, el cual, como único soporte probatorio parte de un artículo periodístico, que además solo se allegó válidamente al proceso tras su decreto de oficio en el auto de pruebas y no con la demanda, carece de la suficiencia probatoria de constituir acreditación sobre la imputación atribuida a los demandados y, que por tanto, no alcanza a conferir la convicción que se requiere para poder dar por configurada la conducta prohibida que se les reprocha.

A las voces del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, plenamente aplicable a este proceso de naturaleza sancionatoria, la carga de la prueba sobre la estructuración de la causal que se les atribuye a los demandados: tráfico de influencias debidamente comprobado, recae en el demandante que es quien la alega. Y en este caso, comoquiera que el artículo periodístico es el único soporte de la aseveración, se quedó aislado sin conexidad ni correspondencia con ningún otro elemento probatorio que lo fortalezca y lo consolide (…)”
.

2.
Hechos probados

2.1. A folio 88 del cuaderno No. 1 obra en el expediente el acta de la diligencia de necropsia No. 018, suscrita por médico legista el 1 de junio de 1995 en el Hospital San Rafael de Zaragoza, en cuyo informe se dejó consignado: 

“(…) CAUSA DE LA MUERTE SEGÚN LEVANTAMIENTO: Muerte en forma violenta con arma de fuego. 

(…)

El deceso de quien en vida respondía al nombre de ANTONIO GARCÍA ZAPATA, fue consecuencia natural y directa de un choque hipovolémico por sección de vena yugular externa derecha y arteria carótida interna derecha por herida por proyectil de arma de fuego. Proyectil 1 naturaleza esencialmente mortal. Sobre vida: 30 años (…)”

2.2. Igualmente, haciendo parte del acervo probatorio, obra el certificado del registro civil de defunción de Antonio Humberto García –expedido por la Notaría Única del Círculo Notarial de Zaragoza-, cuya muerte ocurrió en ese municipio de Antioquia el 1 de junio de 1995.
2.3. Integrando el conjunto de pruebas, se tiene la investigación preliminar adelantada por la Unidad Seccional Única de Fiscalías en contra de Filadelfio Antonio Vera Henao y otros, por el delito de secuestro extorsivo, integrado por documentos como el informe de los hechos, rendido ante el Fiscal Seccional Único por el Comandante del batallón Contraguerrilla No. 43 del Ejército Nacional, mediante el cual dejó a su disposición a los capturados y además manifestó:

“(…) Los anteriormente citados formaban parte con otras tres personas de un grupo de delincuencia organizada, que se identificaron como integrantes del frente María Cano de la Compañía José Antonio Galán del grupo ELN.

En cumplimiento de la orden de operación “relámpago”, se dispuso un retén militar en el sector del barrio La Esmeralda, frente a la escuela, en esta población, por donde cruzaron dos vehículos, un Nissan Rojo y una camioneta Mazda blanca y al ser solicitado el pare respectivo para las requisas, desde el interior del vehículo se abrió fuego en contra de la tropa que allí se encontraba, haciendo caso omiso de las voces de alto que con insistencia se les hicieron. Ante esta situación de ataque, la tropa reaccionó generándose un intercambio de disparos por espacio de menos de tres minutos. 

En la acción resultó herido de gravedad, en una pierna, el soldado voluntario ARCESIO BONILLA PÉREZ, quien tuvo que ser remitido al Hospital Militar en Santafe de Bogotá. Así mismo, los delincuentes dieron muerte al señor Antonio García, ingeniero de la mina El Limón y se rescataron sanos y salvos a otras tres personas que los delincuentes llevaban secuestrados (…)” (fls. 123 y 124 del cdno. No. 1).

Interpuesta ante la Fiscalía General de la Nación –Unidad Seccional Única de Fiscalía-, el dos de junio de 1995, previo juramento de rigor, El Capitán del Ejército Nacional Omar Ruíz Ibarra, formuló denuncia penal, en la que se dejó anotado:

“(…) Hago una denuncia contra la Unión Camilista ELN, del frente José Antonio Galán del grupo María Cano y la Compañía Cimarrón (…) por los delitos de rebelión, secuestro, homicidio, lesiones personales, hurto, porte ilegal de armas de uso privativo de las fuerzas militares, concierto para delinquir y de defensa, por los hechos ocurridos el 31 de mayo de 1995 a las diez de la noche, al secuestrar a los ingenieros Tylor F. keitridge, Omar Suancha Mendoza, Armando de Jesús Pulgarín Velásquez, la cual resultó ante la acción subversiva de los bandoleros, resultó herido el soldado voluntario BONILLA PÉREZ ARCESIO y muerto el ingeniero ANTONIO GARCÍA (…), fueron secuestrados por este grupo de bandoleros y que los llevaban para Zaragoza (…), que cuando iban para allá salió el personal militar y fue cuando ocurrieron los hechos (…)” (fls. 157 y 158 del cdno. no. 1) (Negrillas y subrayas fuera del texto original). 

2.4. En la etapa probatoria se recibieron reveladores testimonios que –con deferencia a sus apartes más relevantes-, se considera pertinente destacar. En su orden, el rendido por Diana Márcela Agudelo Mejía, compañera de trabajo de la víctima, quien respecto de los hechos manifestó:

“(…) si, a Antonio lo conocí cuando empecé a laborar en la mina (…). Él era el superintendente de la mina y laboraba, o sea el jefe de la mina, él era el jefe de donde extraían el oro en el socavón (…). Él vivía en la mina el día que ocurrieron los hechos, estábamos en un partido de baloncesto en la noche en el pueblo, cuando regresamos como a las 11:30 de la noche, encontramos en la portería el carro de la mina con el señor Tylor, Omar Sánchez y unos subversivos. Nos sacaron del carro y nos metieron en la portería, cogieron a Antonio García y a Armando le dijeron que le figuraba, que tenía que manejar el carro y que se iba con ellos también. Dijeron que ellos los iban a devolver que sólo se los llevaban para arreglar unos problemas pero que los devolvían. Se fueron ellos en el carro y nos encerraron a nosotros en una oficina, cuando llegamos del pueblo ellos ya tenían lo que se iban a llevar en la portería, se llevaron a Antonio y ya por el camino lo que sucedió. (…)” (fls. 104 del cdno. No. 1) (Negrillas y subrayas agregadas).

Posteriormente, el señor Armando de Jesús Pulgarín Velásquez, quien presenció la muerte del ingeniero Antonio Humberto García Zapata, reconstruyó los hechos así:

“(…) Eso ocurrió el 31 de mayo de 1995, en esa fecha tipo 5 de la tarde salimos de las instalaciones de la mina hacia el pueblo, debido a que íbamos a cumplir un compromiso deportivo, a jugar un partido de baloncesto, terminado este encuentro nos dirigimos hacia el centro o el parque del pueblo, Antonio se tomó como 5 vasos de agua, yo tres paletas; luego, recogimos tres compañeros más (…). Ya recogido el personal nos dirigimos a las instalaciones de la mina, cuando llegamos allí no salen dos encapuchados me hacen detener el carro, me piden que lo apague y que le entregue las llaves y nos bajamos de a uno. Cuando todos estamos en el piso, nos hacen dirigir a la caseta de la mina, donde quedaba la portería, cuando llegamos ellos ya estaban por terminar su reunión, nos dejaron aproximadamente 5 minutos, pasados el ingeniero García me llama de la siguiente forma: “Armando venga que le figuró”, entonces yo me dirijo hasta donde está el carro, el muchacho, el que tenía la llave que era uno de los guerrilleros, me entrega las llaves y cuando nos vamos a montar en el carro los muchachos nos dicen que no nos preocupemos que simplemente nosotros los llevamos al pueblo y que nosotros nos regresábamos. Yo cuando me monto al carro y empiezo a rodarlo (…) y me dice hacia Zaragoza; salimos con el carro, en el centro el ingeniero Antonio García, en el costado derecho iba uno de los guerrilleros y en la parte trasera iban tres. Yo arranqué rumbo hacia Zaragoza, cuando llegamos a un punto denominado las esmeraldas, cojo una curva hacia la izquierda y me encuentro con el Ejército, cuando yo lo veo mi expresión fue: hay jueputa [sic], el Ejército y uno de los guerrilleros me dijo no pare, entonces los del Ejército me gritaban que parara y yo lo único que les decía era que venía de la mina y que llevaba heridos graves; esta expresión la hice por ahí cuatro veces más o menos, cuando tomo la curva hacia el lado derecho, yo lo que sentí fue una plomera la más tremenda, cuando yo siento la balacera lo primero que hago es abrir la puerta izquierda y me tiro del carro y antes de caerme tiro mi brazo derecho para jalar a mi compañero Antonio García, pero ya era tarde, ya estaba muerto. Ya después de esto los guerrilleros gritaron que no dispararan que ellos se entregaban, entonces ahí ya el Ejército les pidió que se bajaran uno a uno con las manos en la cabeza y los hicieron tender en el suelo boca abajo, después de eso empezaron a requisar el carro y encontraron las armas de los guerrilleros (…). PREGUNTADO: Quién le disparó a Antonio García? CONTESTÓ: Esa es una pregunta que me he hecho en tres años, pero estábamos dentro del carro, pero no sé quién (…), yo sigo con el carro rodando en marcha lenta y cuando tomo la curva hacia la derecha siento la plomera, quién la empezó, no sé (…). PREGUNTADO: Qué explicación tiene usted para que Antonio tuviera varios disparos de frente cuando la balacera se produce? CONTESTÓ: La explicación es sencilla, todavía había soldados de frente, cuando yo doy la curva dejo algunos atrás, pero luego de la curva hay otros, es difícil ubicarlos porque es una zona oscura. PREGUNTADO: Alguno de los guerrilleros resultó herido antes de que los cogieran? CONTESTÓ: Ellos resultaron heridos en toda la balacera, si no estoy mal eran 4 y 3 resultaron heridos, que recuerde el que venía sobre el lado derecho en la ventanilla del carro estaba herido y de los de atrás dos (…).” (fls. 105 a 108 del cdno. No. 1) (Negrillas y subrayas de la Sala).

3.
Análisis y conclusiones

De los anteriores medios probatorios, se da por acreditado que el 31 de mayo de 1995, en altas horas de la noche, miembros del grupo subversivo ELN asaltaron la mina de oro denominada “el Limón” –de propiedad de la Sociedad Oronorte S.A., Grupo Canadiense Greenstone-, ubicada en área rural del Municipio de Zaragoza – Antioquia, violentando a los trabajadores que allí se encontraban y apropiándose de algunos de sus bienes materiales.

Minutos más tarde, provenientes del área urbana de Zaragoza, arribaron a la mina a bordo de un vehículo campero algunas de las personas que allí laboraban, entre ellas el señor Antonio Humberto García Zapata, ingeniero de profesión y quien se desempeñaba como superintendente de mina. Una vez finalizada la fechoría, los subversivos le constriñeron –junto a otros de los trabajadores allí retenidos-, para que los transportaran hasta el pueblo en los vehículos de propiedad de la compañía minera, asegurándoles que una vez los dejaran allí quedarían en libertad para regresarse.

Sin embargo, pasada la media noche, a poca distancia de concluir el trayecto, los vehículos se encontraron con un retén instaurado en la Carretera por el Batallón de Contraguerrilla No. 43, cuyos efectivos flanquearon el paso haciendo la señal de pare, ante lo cual los insurgentes amenazaron a los conductores secuestrados para que no detuvieran la marcha. Sin que atendieran sus órdenes, y viéndose atacados desde el interior de uno de los vehículos, la tropa abrió fuego para detener a los agresores, quienes –a pesar de oponer resistencia-, quedaron reducidos rápidamente.

Como consecuencia de la confrontación entre los efectivos del Ejército y los guerrilleros, resultó muerto el ingeniero Antonio Humberto García Zapata, quien viajaba en la parte de adelante del vehículo que encabezaba la marcha, sin que se pueda establecer con plena certeza el bando que disparó los proyectiles que ocasionaron su deceso, más allá de simples conjeturas.

Así las cosas, se encuentra acreditada la existencia de un daño antijurídico, consistente en la muerte del señor García Zapata, frente al cual, los miembros de su familia no estaban en la obligación de soportar, toda vez que el ordenamiento jurídico no se los imponía, puesto que la vida es un derecho fundamental inviolable conforme al lineamiento del artículo 11 de la Constitución.

En efecto, la antijuricidad del daño va encaminada a que no sólo se constate la materialidad y certidumbre de una lesión a un bien o interés amparado por la ley, sino que, precisamente, se determine que la vulneración o afectación de ese derecho contravenga el ordenamiento jurídico, en tanto no exista el deber jurídico de tolerar el daño. 

En el caso concreto, se tiene que el daño padecido por los demandantes, es antijurídico, puesto que, se trata de un detrimento que el ordenamiento jurídico no los obliga a soportar. 
La Sala, adicionalmente, le da credibilidad a las declaraciones rendidas por Diana Márcela Agudelo Mejía y Armando de Jesús Pulgarín Velásquez, en atención a su calidad de testigos presenciales, y por la condición de secuestrados que compartieron con el ingeniero García Zapata.
En efecto, la prueba testimonial es uno de los medios probatorios de mayor importancia en el proceso judicial, así ha sido reconocido por la doctrina:

“(…)la prueba testimonial, tiene como fundamento la presunción de que el hombre tiende a decir la verdad, a ser sincero, negar esta propensión es negar el fundamento de las pruebas personales y negar que el problema fundamental del hombre es el retorno a sí mismo”

“La prueba testimonial es generalmente la principal… es posible prescindir  de la confesión o de los escritos, pero es más difícil prescindir de testigos cuando se quiere saber cómo se desarrollaron los hechos. ‘Los testigos, decía BENTHAM, son los ojos y los oídos de la justicia’ ”

Y en cuanto al control externo de la prueba testimonial, se pueden observar que las circunstancias relatadas por los testigos coinciden con la fecha y el lugar donde se llevó a cabo el enfrentamiento armado, y además su dicho es corroborado por las pruebas documentales arrimadas al proceso. Sobre la valoración de este tipo de medio probatorio Francois Gorphe señala:

“(...) La prueba testimonial no resulta tan sencilla como aparece a primera vista: es posible descomponerla en varios elementos o puntos de vista, llamados a completarse, como hacen los diversos ordenes de pruebas: no solamente la persona del testigo, más o menos digna de fe, debe ser examinada para determinar el valor de su testimonio, sino además el objeto de la deposición más o menos propio para ser reproducido, y las condiciones de formación del testimonio, más o menos favorables. El valor del testimonio depende, pues de numerosos factores, dentro de eso tres aspectos principales. Sin duda y por suerte, no todos requieren investigación en cada caso, y basta fijar la atención sobre factores determinantes o discutidos; pero desde luego es preciso conocer su conjunto, para no incurrir en omisiones y para saber plantear el problema que haya de ser resuelto en concreto; de igual modo que un médico debe observar el conjunto del cuerpo antes de reconocer especialmente la parte enferma. Los procedimientos de examen difieren según que la dificultad resida sobre uno o sobre otro de los tres órdenes de factores de valoración antes citado”
. 
 

En primer lugar, en cuanto a la persona de los declarantes se tiene que estaban presentes en el lugar y el día en que se presentaron los hechos; hasta el momento en que guerrilleros y secuestrados parten en los vehículos hacía el pueblo -la primera-, y durante el enfrentamiento que se trabó entre los soldados y los insurgentes -el último-. 
El a quo insiste en que no obra prueba que demuestre que el señor Antonio Humberto García Zapata falleció como consecuencia del disparo de un arma oficial, pues el informe militar, ni la necropsia y ninguna otra prueba, dan cuenta de ello. Sobre ese punto, se advierte que no es un argumento para desvirtuar la imputación, toda vez que el estudio del caso sub examine no es susceptible de ser abordado a partir del régimen de responsabilidad subjetiva, por lo cual no trasciende la culpabilidad o no de los agentes al servicio de la entidad demandada, sino el daño provocado en sí mismo y el rompimiento de la igualdad de las cargas públicas, es decir, que quienes acuden mediante la acción contenciosa no estaban en el deber de soportar, aún cuando el mismo se hubiere ocasionado en desarrollo de una actividad legítima del Estado.  

En suma, lo cierto es que se tienen dos hechos probados, de forma independiente; a saber, (i) un enfrentamiento armado entre miembros de la fuerza pública y grupos insurgentes, y (ii) una persona muerta por herida de bala, quien se desplazaba con los insurgentes constreñido por la amenaza que cernían sobre su vida y la de sus compañeros, todos presentes en la celada en contra de su voluntad.

Aunado a lo anterior, tanto la parte demandante como el a quo yerran cuando afirman que el título de imputación aplicable al caso es la falla del servicio, pues los hechos narrados en la demanda y demostrados en el proceso son propios de los eventos del daño especial, cuyo fundamento se encuentra en la equidad y en la solidaridad. Por esa razón no importa si la muerte se ocasionó o no con un arma de dotación oficial.
Surge así, en consecuencia la obligación de reparar los daños que tienen la característica de ser anormales y excepcionales, y que los ciudadanos no tienen la obligación de soportar en cuanto se les impone una carga desigual.

En el presente caso, se itera, la responsabilidad deviene de la aplicación de la teoría del daño especial, régimen de imputación que pone acento en la lesión entendida en su sentido técnico jurídico sufrida por la víctima, la cual debe ser preservada frente al perjuicio no buscado, no querido, ni tampoco merecido
. Esta teoría, con fuerte basamento en la equidad, la igualdad y la solidaridad, se enmarca dentro de los factores objetivos con los que se ha enriquecido el catálogo de títulos de imputación al Estado
.

La Sección Tercera de esta Corporación, ha aplicado este título de imputación, en los siguientes términos: 

“(…) el daño especial ha sido el sustento para declarar la responsabilidad del Estado en eventos de escasa ocurrencia que van desde el ya conocido cierre del diario el Siglo
, la liquidación de un banco, la retención de un vehículo que transportaba sulfato de potasio por creer que era un insumo para la fabricación de estupefacientes
 o el daño a una aeronave que había sido secuestrada por miembros de un grupo guerrillero
; hasta eventos muy similares al que ahora ocupa a la Sala, verbigracia, enfrentamientos entre el ejército y la guerrilla en un área urbana de la ciudad de Cali
, el ataque bélico de un grupo guerrillero contra el cuartel de la policía de la población de Herrera, departamento del Tolima
, o la muerte de un joven en un enfrentamiento entre guerrilla y ejército, sin claridad acerca de la autoría de la muerte
.

“El daño especial ha sido entendido como un título de imputación de aplicación excepcional, que parte de la imposibilidad de resarcir un daño claramente antijurídico con fundamento en un régimen subjetivo de responsabilidad. En este sentido, resulta valiosa la referencia que nos aporta la jurisprudencia de esta corporación al decir:

“Esta teoría se aplica de manera excepcional y por equidad, precisamente porque es subsidiaria, de modo que ha de recurrirse a ella tan sólo en eventos en los que el caso concreto examinado no logre su encasillamiento dentro de los otros regímenes de responsabilidad y se aprecie por el sentenciador que esa ausencia de tipicidad, si así puede decirse, comporta vulneración injustificada del principio de equidad.”

“Aunque la situación a partir de la Constitución de 1991 ha cambiado radicalmente, el aparte trascrito resulta especialmente esclarecedor de los elementos que soportan la teoría del daño especial, ya que el mismo resalta claramente el papel que dentro del razonamiento jurídico realizado por el juez juega el principio de equidad. Es éste, y no otro elemento, el que conduce al juez a la convicción de que el daño que se causó es por esencia antijurídico; y que, por consiguiente, si no se encuentra fundamento a la reparación del mismo en la falla del servicio, debe buscarse en otro de los posibles regímenes de responsabilidad estatal.

“Lo dicho no debe entenderse como un reducto de arbitrariedad del juez, fruto exclusivo de su personal idea de justicia. Por el contrario, este tipo de razonamiento es el que se exige de todos y cada uno de los operadores jurídicos, quienes al momento de aplicar la ley deben permear su interpretación con los principios constitucionales vigentes dentro del sistema jurídico
, sobre todo a partir de la entrada en rigor de la nueva Constitución, norma que incorpora los valores y principios como un elemento axial dentro de su estructura, algo que debe reflejarse en la concepción del derecho que tengan los operadores jurídicos que funcionan dentro del sistema.

“Lo expresado anteriormente se encuentra en sintonía con el entendimiento que ha presentado la Corte Constitucional, que al respecto consagró 

“la equidad –al  hacer parte de ese momento de aplicación de la ley al caso concreto- permite una graduación atemperada en la distribución de cargas y beneficios a las partes.  En este sentido, el operador, al decidir, tiene en cuenta no las prescripciones legales, sino los efectos concretos de su decisión entre las partes.”
 (Subrayado dentro del texto de la sentencia)

“Esta es, precisamente, la esencia del daño especial, la injusticia material que se derivaría de seguir otro parámetro de responsabilidad estatal en un caso concreto, situación que impone sobre los hombros del juez el deber de excepcionar la aplicación del régimen general con el objeto de dejar actuar la justicia material que de sentido al Estado Social de Derecho.

“Esta aproximación sirve para reforzar la idea de que la equidad en ningún momento debe entenderse como consecuencia del arbitrio judicial; por el contrario, se trata de el uso de la discrecionalidad que permite –e incluso, en algunos casos exige- el ordenamiento para eventos en que la vía excepcional es la que cumple con el valor de justicia material que se busca
.

“(…) De manera que la actuación en equidad se refiere a una particular decisión del juez, que excepciona la aplicación de la regla general en virtud a que sus resultados se denotan ante él como lejanos a la idea de justicia que se quiere desarrollar. Y precisamente, esta es la filosofía que ha inspirado a la jurisprudencia en los casos de aplicación del daño especial, la cual inició su desarrolló con la idea de evitar que la inexistencia de falla en el servicio conllevara a la consolidación de situaciones con un claro desequilibrio en las cargas que debían soportar los administrados.

“Como se anotó, la justicia material se concreta en los casos de daño especial en el objetivo de reequilibrar la asunción de cargas públicas, en virtud  a que el perjuicio sufrido presenta características de  excepcional y anormal. En otras palabras es un perjuicio que, desde la perspectiva del principio de igualdad frente a las cargas públicas, resulta considerablemente superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón del ejercicio de los poderes de actuación con que cuenta la administración.”

De allí que, en el caso sub examine el título de imputación es el daño especial, el cual se fundamenta en valores y principios constitucionales que han sido aplicados en reiteradas ocasiones por la jurisprudencia de esta Corporación.

Ahora bien, comoquiera que se configuró un daño antijurídico que la parte  demandante no tenía la obligación de soportar, toda vez que se le impuso una carga desigual respecto de la que asumen comúnmente los ciudadanos que se encuentran en esa situación, se deben resarcir, en consecuencia, los perjuicios de allí derivados, en aplicación de los principios de igualdad y solidaridad.

Conforme a lo expuesto, se revocará la sentencia impugnada, para condenar a la demandada por los daños causados a los demandantes. 
4.
Indemnización de perjuicios

4.1. Daño moral

Los demandantes solicitaron la indemnización bajo esta modalidad, en atención al dolor, la angustia, la congoja y profunda pena que sufrieron con motivo de la muerte de su esposo, padre, hijo y hermano, Antonio Humberto García Zapata, la cual valoraron en 2.000 gramos de oro fino para cada uno.

En ese orden, se tiene que a folio 13 del cuaderno principal, obra el registro civil de nacimiento de Antonio Humberto García Zapata, en el que aparecen como sus padres Mario García Mejía y Luciola Zapata Idarraga, quienes también figuran en la misma calidad en los registros de Luz Piedad, Ángela Cristina y Caridad Consuelo García Zapata. Así mismo, a folio 11 obra el registro civil del matrimonio celebrado el 24 de junio de 1986 entre Antonio Humberto García y Amanda Carvajal; fruto de esta unión, fueron procreados Astrid Eugenia y Andrés Humberto García Carvajal, como consta en los registros civiles de nacimiento visibles a folios 15 y 16 del mismo cuaderno.
Acreditada la legitimación en la causa de los demandantes, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicios morales se ha considerado que la valoración de los mismos debe ser hecha por el juzgador en cada caso según su prudente juicio, y se ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado. Así las cosas, se reconocerán para Amanda Carvajal, Astrid Eugenia y Andrés Humberto García Carvajal y Luciola Margarita Zapata Idarraga –como esposa, hijos y madre de la víctima-, la cifra de 100 salarios mínimos mensuales vigentes, para cada uno. Para Luz Piedad, Ángela Cristina y Caridad Consuelo García Zapata, en su condición de hermanas, la cifra de 50 salarios mínimos mensuales vigentes, para cada una.

4.2. Daño material

4.2.1. Daño Emergente

Se advierte que los demandantes no solicitaron reconocimiento alguno con fundamento en la modalidad de daño emergente, razón por la cual no se realizará pronunciamiento alguno al respecto.

4.2.2. Lucro cesante

Con el propósito de acreditar la profesión e ingresos del señor García Zapata, con fecha del 17 de julio de 1995, la Compañía Minera Oronorte S.A. –cuyo certificado de existencia y representación se encuentra visible de folios 26 al 30- expidió certificado –presentado en original-, en el que precisó:
“(…) Que el ingeniero ANTONIO HUMBERTO GARCÍA ZAPATA, quien se identificaba con la cédula de ciudadanía No. 15.521.658 de Andes – Antioquia, laboró para esta empresa desde el 05 de octubre de 1991, desempeñando el cargo de SUPERINTENDENTE DE MINA, con una asignación mensual básica de OCHOCIENTOS SESENTA Y UN MIL PESOS ($861.000), más sus prestaciones legales (…)” (fl. 22 del cdno. No. 1).

De igual manera, integrando el conjunto de pruebas obran copias auténticas del diploma y el acta de grado No. 3173 –expedidos por la Universidad Nacional de Colombia-, que otorgaron el título de Ingeniero de Minas y Metalurgia a Antonio Humberto García Zapata, el 22 de junio de 1984.

Así las cosas, el salario que devengaba a la fecha de su muerte -debidamente actualizado-, corresponde a $3’388.722
.

Al salario base de liquidación, de conformidad con la posición de la Sala
, se le aumenta un 25% ($847.180,5), por concepto de prestaciones sociales, en atención a que las mismas son un imperativo de ley y por tal razón deben ser reconocidas, para un total de $4’235.902,5 suma a la que se le descuenta un 25% correspondiente a lo que la víctima destinaba a su propio sostenimiento ($1’058.975,62), lo que arroja el salario base de liquidación en $3’176.927

El lucro cesante se reconocerá a favor de la esposa de la víctima, Amanda Carvajal, para lo cual se tendrá en cuenta la mitad del salario base de liquidación ($1’588.463,5); y para los hijos, Astrid Eugenia y Andrés Humberto García Carvajal, contados desde la fecha de los hechos para la primera, quien era menor de edad, y desde su nacimiento el  segundo –es decir, un par de meses después de fallecido su padre-, hasta el día en la que llegarían a los veinticinco años, la otra mitad del salario base de liquidación ($1’588.463,5), discriminada en partes iguales, lo que es igual a una base de $794.232 para cada uno.
Lucro cesante a favor de Amanda Carvajal, esposa del señor Antonio Humberto García Zapata: 

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:


S= Ra (1 + i)n – 1
 



      i 

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta actualizada que equivale a $1’588.463,5
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de los hechos (1 de junio de 1995) hasta la fecha de esta sentencia (agosto de 2014), esto es, 230,00 meses.
S= $1’588.463,5      (1 + 0.004867)230 - 1
         
                         0.004867 

S= $ 670’614.470

La indemnización futura se calculará con base en la siguiente fórmula:

S=  Ra     (1+ i)n  - 1    

                i (1+ i) n
S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta actualizada que equivale a $1’588.463,5
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de los hechos (Junio de 1995) hasta la fecha de vida probable de Olmedo Mina
 (429,96), menos el periodo consolidado (230), esto es, 200 meses. 

S =  $1’588.463,5
    (1+ 0.004867)200     -     1    

                                0.004867 (1+ 0.004867)200
S =  $202’779.779
Conforme a lo anterior, la indemnización total por concepto de lucro cesante a favor de Amanda Carvajal equivale a $873’394.255 
Lucro cesante a favor de Astrid Eugenia García Carvajal, hija del señor Antonio Humberto García y Amanda Carvajal.
La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:


S= Ra (1 + i)n – 1
 



      i 

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta actualizada que equivale a $794.232
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde la fecha de los hechos (1 de junio de 1995) hasta la fecha en que cumplió 25 años de edad (7 de febrero de 2012), esto es, 200,2 meses.

S= $794.232     (1 + 0.004867)200,2 - 1
                  0.004867 

S= $268’157.637
Conforme a lo anterior, la indemnización total por concepto de lucro cesante a favor de Astrid Eugenia García Carvajal equivale a $268’157.637
Lucro cesante a favor de Andrés Humberto García Carvajal, hijo de Antonio Humberto Carvajal y Amanda Carvajal.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:


S= Ra (1 + i)n – 1
 



      i 

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta actualizada que equivale a $794.232
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde la fecha de su nacimiento (10 de agosto de 1995) hasta la fecha de esta sentencia (agosto de 2014), esto es, 228 meses.
S= $794.232    (1 + 0.004867)228 - 1
         
 0.004867 

S= $330’490.194
La indemnización futura se calculará con base en la siguiente fórmula:

S=  Ra     (1+ i)n  - 1    

                i (1+ i) n
S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta actualizada que equivale a $794.232
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de esta sentencia (agosto de 2014) hasta la fecha en la que cumpliría los veinticinco años (10 de agosto de 2020), esto es, 72 meses.
S =  $794.232            (1+ 0.004867)72     -     1    

                               0.004867 (1+ 0.004867)72

S =  $48’142.119
Conforme a lo anterior, la indemnización total por concepto de lucro cesante a favor de Andrés Humberto García Carvajal equivale a $378’632.313

En mérito de lo expuesto, El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA:

REVOCASE la sentencia del 5 de octubre de 2004, proferida por la Sala de Descongestión, Tercera de Decisión, del Tribunal Administrativo de Antioquia, Risaralda, Caldas y Chocó, Y en su lugar se decide:

Primero: DECLÁRASE patrimonialmente responsable a la Nación -Ministerio de Defensa, Ejército Nacional-, por la muerte de Antonio Humberto García Carvajal, en hechos ocurridos el 1 de junio de 1995, en zona rural del municipio de Zaragoza, Departamento de Antioquia.
Segundo: CONDÉNASE a la Nación –Ministerio de Defensa, Ejército Nacional- a pagar, por concepto de perjuicios morales, las cifras que a continuación se expresan:

	Amanda Carvajal
	Esposa
	100 SMMLV

	Astrid Eugenia García Carvajal
	Hija
	100 SMMLV

	Andrés Humberto García Carvajal
	Hijo
	100 SMMLV

	Luciola Margarita Zapata Idarraga
	Madre
	100 SMMLV

	Luz Piedad García Zapata
	Hermana
	50 SMMLV

	Ángela Cristina García Zapata
	Hermana
	50 SMMLV

	Caridad Consuelo García Zapata
	Hermana
	50 SMMLV


Tercero: CONDÉNASE a la Nación –Ministerio de Defensa, Ejército Nacional- a pagar, por concepto de perjuicios materiales –en la modalidad de lucro cesante-, para la señora Amanda Carvajal, la suma de ochocientos setenta y tres millones trescientos noventa y cuatro mil doscientos cincuenta y cinco pesos ($873’394.255).

Así mismo, para Astrid Eugenia García Carvajal, la cifra de doscientos sesenta y ocho millones ciento cincuenta y siete mil seiscientos treinta y siete pesos ($268’157.637).

Finalmente, para Andrés Humberto García Carvajal –bajo la misma modalidad-, el total de trescientos setenta y ocho millones seiscientos treinta y dos mil trescientos trece pesos ($378’632.313).
Cuarto: HÁGASE entrega de las copias al apoderado que ha venido actuando en representación de la parte demandante, de conformidad con lo consagrado por el artículo 115 del C.P.C.

Cuarto: DÉSELE cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.

Quinto: Sin condena en costas
En firme esta providencia vuelva el expediente al Tribunal de origen.

Cópiese, notifíquese y cúmplase 
ENRIQUE GIL BOTERO 

Presidente de la Sala

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ       JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
(�) Esta Corporación ha reiterado que los artículos publicados en la prensa escrita pueden apreciarse por el juez como prueba documental solo para tener“(…) certeza sobre la existencia de la información, pero no de la veracidad de su contenido”. Sobre el mérito probatorio de las publicaciones de prensa como prueba en los procesos se encuentran también las siguientes providencias: sentencia de 27 de junio de 1996, rad. 9255, C. P. Carlos A. Orjuela G.; sentencia de 15 de junio de 2000, exp. 13.338, C. P. Ricardo Hoyos Duque; sentencia de 10 de noviembre de 2000, rad. 18298, actor: Renata María Guadalupe Lozano, C. P. Ricardo Hoyos Duque, y sentencia del 16 de enero de 2001, aad. ACU-1753, C. P. Reinaldo Chavarro; sentencia de 25 de enero de 2001, rad. 3122, C. P. Alberto Arango Mantilla; sentencia de 6 de junio de 2002, rad. 739-01, C. P. Alberto Arango Mantilla.





(�) En sentencias de 15 de junio de 2000 y de 25 de enero de 2001, al igual que en auto de noviembre diez de 2000, según radicaciones 13338, 11413 y 8298, respectivamente, el Consejo de Estado, Sección Tercera, expuso una tesis según la cual una versión periodística aportada al proceso sólo prueba que la noticia apareció publicada en el respectivo medio de comunicación.





(�) Sentencia de 6 de junio de 2007, expediente AP-00029, M. P. María Elena Giraldo Gómez. Sección Tercera.





� Sentencia de 15 de junio de 2000, expediente 13338, M. P. Ricardo Hoyos Duque. Sección Tercera.





� Sentencia del 2 de marzo de 2006, expediente 16587, CP. Ruth Stella Correa Palacio. Sección Tercera.





�Sentencia del 15 de junio de 2000, expediente 13338, CP. Ricardo Hoyos Duque. Sección Tercera.





� Sentencia del 29 de mayo de 2012, Exp. 2011-01378 CP. Dra. Susana Buitrago Valencia – Sala Plena Contenciosa


� PARRA QUIJANO, Jairo. Tratado de la Prueba Judicial. Ediciones Librería El Profesional. Bogotá. 1982. Pág. 29. 





� Gorphe, Francois. La apreciación judicial de las pruebas. Editorial La Ley. Buenos Aires. 1967. Pág. 367. 


� Francois Gorphe, Apreciación judicial de las pruebas, Bogotá, Temis, 1985, p. 362. 


� GARCÍA DE ENTERRÍA Eduardo y FERNÁNDEZ Tomás-Ramón, curso de derecho Administrativo, t. II, ed. Civitas, Madrid, 1999, p. 369.


� Lo expuesto es soportado por los aportes que numerosos autores han realizado al tema de la responsabilidad, de los que constituye un buen ejemplo el tratadista Vázquez Ferreyra, quien escribió: 


“Insistimos en señalar que los factores objetivos de atribución constituyen un catálogo abierto sujeto a la expansión. Por ello la mención sólo puede ser enunciativa. Al principio sólo se mencionaba el riesgo creado; un análisis posterior desprendido del perjuicio subjetivista permitió vislumbrar a la equidad y la garantía. Hoy conocemos también otros factores, como la igualdad ante las cargas públicas, que es de creación netamente jurisprudencial.” –subrayado fuera de texto-


VÁZQUEZ FERREYRA Roberto A., Responsabilidad por daños (elementos), Ed. Depalma, Buenos Aires, 1993, p. 197.


� En la ya mencionada sentencia del Consejo de Estado, de julio 27 de 1947. C.P. Gustavo A Valbuena.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 5502, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, 1º de agosto de 1991.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 6097, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, 20 de marzo de 1992.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 6110, C.P. Policarpo Castillo Dávila, sentencia de 24 de abril de 1991.


� En donde resulta especialmente enunciativo un párrafo de dicha providencia, que se trascribe “No puede perderse de vista que de no hacerse responsable a la Nación colombiana, como se enuncia en el párrafo anterior, bien, aplicando el principio de responsabilidad por daño especial, ora siguiendo las enseñanzas de quienes abogan por la responsabilidad originada en el desequilibrio o rompimiento de las cargas públicas (o desigualdad de los ciudadanos ante la ley), o, por último, como lo entiende esta Sala, según la teoría de la “lesión” al patrimonio de administrado, se desconocería la noción de equidad.”


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 7716, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, 17 de junio de 1993.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 4655, C.P. Dr. Antonio José Irisarri Restrepo, en Extractos de Jurisprudencia del consejo de Estado, primer trimestre de 1989, Tomo III, Publicaciones Caja Agraria, Bogotá, p. 249 y 250.


� Exigencia que se deriva de la idea de “sistema” del ordenamiento jurídico, es decir, de cuerpo único y armónico de normas jurídicas, que se relacionan con base en reglas de jerarquía, competencia y vigencia. Es esta la base del principio de hermeneútica conforme a la Constitución, que exige la interpretación y aplicación de las normas infraconstitucionales con armonía y estricta observancia de los preceptos constitucionales. En este sentido Corte Constitucional se ha referido al principio de interpretación de la ley conforme a la Constitución, entre otras en la sentencia C-070 de 1996 y C-038 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia C–1547 de 2000, M.P. (e): Cristina Pardo Schlesinger, demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 38 numeral 1 del Código de Procedimiento Civil.


� “Porque la equidad no es fuente del Derecho, sino medio de determinación del Derecho justo”, como sabiamente lo ha enseñado ENTRENA KLETT Carlos María, La equidad y el arte de juzgar, Ed. Aranzadi, 2ª Ed., Navarra, 1990, p. 23.


� Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, el 3 de mayo de 2007, expediente 16.696. C.P. Enrique Gil Botero.


�   		             117,09 (IPC julio 2014)


      Va=$861.000 =     --------------------------------------


                                   29,75 (IPC Junio 1995)


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de octubre de 2007, Exp. No. 16.058 (acumulado 21.112), C.P. Enrique Gil Botero y sentencia de 11 de noviembre de 2009, Exp. No. 18.849, C.P. Enrique Gil Botero. 


� La edad del ingeniero García Zapata al momento de su muerte era de 41 años y su vida probable era de 35,83 años más, acorde con las tablas contenidas a folios 4 y 5 del cuaderno No. 2 de pruebas.





